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Corte Suprema de Justicia 

 
SALA CONSTITUCIONAL 
ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad. 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 
HACE SABER: 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo  81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro de 

la acción de inconstitucionalidad N° 15-005481-0007-CO que promueve Haydee María Hernández 

Pérez y Maureen Cecilia Clarke Clarke, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.—San José, a las catorce horas y cincuenta y cinco 

minutos del veintiocho de abril del dos mil quince. Por decisión del pleno de la Sala, se da curso a la 

acción de inconstitucionalidad interpuesta por Haydeé Hernández Pérez, cédula de identidad N° 1-

559-946, casada una vez, abogada, Jefa de la Unidad Técnica de Igualdad y Equidad de Género de 

la Asamblea Legislativa (UTIEG), vecina del cantón de Curridabat, y Maureen Clarke Clarke, cédula 

de identidad N° 7-049-709, Diputada integrante de la Comisión Permanente Especial de la Mujer, 

divorciada, vecina del cantón de San José, para que se declare inconstitucional el criterio 

jurisprudencial del Tribunal Supremo de Elecciones, que se niega a reconocer la paridad horizontal 

en puestos de elección popular. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de 

la República y al Tribunal Supremo de Elecciones. Alegan que en el año 2009 se aprobó un nuevo 

Código Electoral, que supuso un gran avance en el reconocimiento de la participación jurídica de las 

mujeres, en condiciones de igualdad con los hombres. En este sentido, son emblemáticos los 

artículos 2°, 52 y 148 de la Ley supra mencionada. En razón de diversas consultas efectuadas, entre 

otros, por la Unidad Técnica de Igualdad y Equidad de Género de la Asamblea Legislativa (UTIEG), 

el Tribunal Supremo de Elecciones reiteradamente ha sostenido que la paridad horizontal no está 

regulada en el Código Electoral vigente y, por tanto, los partidos políticos no están obligados a 

implementarla. Lo anterior se deduce del contenido de las resoluciones Nos. 3637-E8-2014, 5133-

E1-2010, 4303-E8-2010, 6165-E-E8-2010, y 794-E8-2011. En estas decisiones el Tribunal Supremo 

de Elecciones autorizó a los partidos políticos a no efectuar las modificaciones estatutarias con los 

mecanismos necesarios para cumplir la paridad en la totalidad de los puestos de elección popular, 

denegándose, por ende, el derecho de las mujeres a obtener un acceso real a los cargos públicos. 

Esta situación vulnera el derecho a la participación política de las mujeres protegido no sólo en la 

Constitución Política, sino también en diversos Instrumentos Internacionales en materia de Derechos 



Humanos aplicables en el país. Al respecto, el Tribunal Supremo de Elecciones ha sostenido: “el 

tema de la paridad de los encabezamientos en las nóminas de candidatos, entendido como 

“alternancia horizontal” fue un tema ampliamente discutido en el marco del proceso de reformas 

electorales que culminó con la promulgación de un nuevo Código Electoral. En esa oportunidad, no 

solo este Tribunal se mostró en desacuerdo con ese mecanismo, sino que fue un tema analizado en 

la Comisión Especial de Reformas Electorales y en el Plenario Legislativo, descartándose la 

posibilidad de incorporarlo en el Código Electoral”. La misión de observadores de la OEA del proceso 

electoral de Costa Rica, en febrero del 2014, expresó que es necesario revisar el tema de los 

encabezamientos de las papeletas de elección popular a fin de obtener realmente una paridad en el 

resultado. Si se revisan los resultados de las elecciones 2010 y 2014 las medidas implementadas 

para asegurar la participación efectiva de las mujeres han sido a todas luces insuficientes. Piden que 

se declare con lugar la acción y la inconstitucionalidad de la pauta jurisprudencial cuestionada. Esta 

acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en 

sus artículos 73 a 79. La legitimación a las accionantes proviene del párrafo 2° del artículo 75 de la 

Ley de la Jurisdicción Constitucional, al tratarse de la defensa de los intereses difusos de las mujeres 

quienes aspiran a ocupar cargos públicos en condiciones de igualdad con los varones. Publíquese 

por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para 

que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 

resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta 

los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se 

advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto 

en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la 

acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos 

tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de 

reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben 

aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los 

quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren 

como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta 

la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su 

procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en 

relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los artículos 

81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala 

(Resoluciones Nos. 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia 

de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. 

Notifíquese./Gilbert Armijo Sancho, Presidente”. 

San José, 29 de abril del 2015. 

                                                               Gerardo Madriz Piedra 

Exonerado.—(IN2015028779)                      Secretario 

 


